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SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTIl'UCIONAL

Rccurso de agravro constitucional interyuesto por don Marino Ci aco dc la Torre A as

contra la ¡esolución de fojas 315, de 13 dc octubre de 2017, cxpcdida por la Sala Civil
Permanentc dc Huancayo de la Corte Superior de Justicia de Jünin, que declaró

improccdcntc la demanda dc autos.

FUND N,IENTOS

En la scntencia emitida cn elExpediente 00987-2014 PA/TC, publicada cn cl diario
oñcial El Peruant¡ el 29 de agosto dc 2014, este Tribunal establcció, en el

fundamcnto 49, con carácter de preccdente, que se expedirá se¡tcncia interlocutoria
dencgaforia, dictada sin más trámite, cuando se prcsente alguno de los siguie¡tes
slrpuestos, que igualmcnte están contenidos en cl articulo 1l del Reglamcnto
Nolmativo dcl Tribunal Constitucional:

Carezca de fundamcntación la supuesta vulneración quc se invoque

Lima.22 de octub¡c de 2018

dt

stión de Derecho contcnida en el recurso no sea dc cspecial
cendencia constitucional

a cueslión dc Dcrccho invocada contradiga un prcccdente del l¡ibunal
Constitucional.
Sc haya decidido de ma¡era desestimatoria eD casos sustancialmente iguales

2. Irn la sentencia cmitida cn el tsxpediente 03 I I5-2012-PA/TC, publicada el 12 de

octubre dc 2012 en el po¡1al web institucional, cstc Tribunal declaró infundada la

dcmanda de amparo sobre otorgamicnto de pensión de jubilació¡r minera complcta
del añiculo 6 de la Ley 25009, po¡ cuanto goza de peDsión de jubilación márima
de confbmridad con los articulos l0 y 78 del Decrcto Lcy 19990, modificado por el

Decreto Ley 22847 y el Decrcto Supremo 077 841'CM y, por tanto, la perccpción
de la pcnsión clue sol:cila no altcraria el monto que recibe en la actualidad.

3. l:1 prcscnte caso es suslancialmcntc igual al resuelto, de manera desestimatori¿, en

la sentencia emrtida cn cl Expediente 031 l5-2012-PA/TC, pues de autos sc adviertc
que cl dcmandante percibe pensiótr de invalidcz náxima dc] Decreto Ley 19990 por

S,/ 857.36, y solicita cl cambro a una pensión minera, confonne a los aftículos 1, 2 y
6 de la Lcy 25009; sin emb¿rgo, al recibir la pensión máxima, no variaria su

ingreso prestacional con el cambio dc riesgo.
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¿1. En consecuencia, se verifica que el presentc recurso de agravio ha incurrido en la

causal de rcchazo prevjsta en el acápite d) del fundamento 49 de Ia scntencia

cmitida cn el llxpedicnte 00987-2014 PA/TC y en el i¡ciso d) del artículo 1l del

llcglamcnto Nomativo del T¡ibun¡l Constihrcional Por csta razó¡l. corresponde

dcclarar, sin más trámite, improcedentc cl recurso de agravio constitucional.

Por estos fundameDlos. el l'ribuI1al Constitucional, con l¿ autoridad que le conñere la

Constitución Politica del Peru, y la participación del magistrado Espi¡osa-Saldaña

Barera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del

magishado Ferrero Costa,

RESIJ E L\¡¡]

Dcclarar I\IPROCEDENTE el recurso dc agravio constitucjonal

I'ubliqucsc y notiliqucsc-

SS

NIIRANDA C^^-ALES
SARDóN DE 'I'ABO DA
T]SPINOSA-SAI,DAÑA BARRERA (-
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potestad que me otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponencia
de mi colega magishado, emito el presente voto singular, para expresar respetuosamente
que disiento del precedente viDculante establecido en la Sentencia 00987-2014-PAfiC,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los tundamentos que a

continuación expongo:

EL TRIBUNAL CoNSl'n ucroNAL coMo coRTf, DE REvrsróN o FALLO y No Drl
CASACIóN

La Constitución de i979 creó el Tribunal de Gara¡tías Constitucionales como
instancia de casación y la Constitución de 1993 convirtió al T¡ibunal Constitucional
e¡ instancia dc fallo. La Constitución del 79, por primera vez en nuestra historia
constitucional, dispuso la orcación de un órgano ad lroc, independiente del Poder
Judicial, con la tarea de gara¡tiza¡ la sup¡emacía constitucional y la vigencia plena
dc los dcrechos iundamentales.

2. La Ley F'undamental de 1979 estableció que el Tribunal de Ga¡antías
Constitucionales cra un órgano de contrcl de la Constitución, que tenía jurisdicción
en todo el territorio nacional para conocer, en yia de casacíón, de los habeas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
constituía ul1a instancia habilitada para l¡llar en lbrma definitiva sobre la causa. Es
dccir, no sc pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
derechos rcronueidr-rs en la t'onslitución.

3. En ese sentido, la i-ey 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Garantías
Constitucionales, vigente cn cse momento, estableció, en sus artículos 42 al46, que
dicho órgano, al encontrar una resolución dencgatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en lbrma errada o ha incurrido cn gmves vicios procesales en la
t¡amitación y resolución de ia demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de
scñala¡ la deñciencia, devolverá los acluados a la Corte Sup¡ema de Justicia de la
República (rccnvio) pa¡a que emila nuevo 1állo siguiendo sus lineamientos,
procedimienlo que, a todas luccs, dilataba en exceso los procesos constitucionales
me¡cionados.

4. El modelo de tutela ante amenazas y vulneración de de¡echos l'ue seriamente
modificado cn la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplían los
mecanismos de lutela de dos a cuatro, a sabet. habeas corpus, amparo, habeas data
y acción de cumpliniento. En segundo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
como órgano de control de la constilucionalidad, aun cuando la Constitución lo
califica eúóneamente como "órgano de control de la Constitr¡ción". No obstante, en
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matc a de procesos constitucionales de la libertad, la Constitución establece que el
'I'ribunal Constilucio¡rai es instancia de revisión o fallo.

5. Cabe señalar que la Constitución Politica dcl Perú, cn su a¡ticulo 202, inciso 2,
prescribe que corresponde al l'ribunal Constihrcional "conocer, en úllima y
dertnitíva hstancia, las rcsoluciones defiegatotias dictadas en los procesos de

habeas corptts, amparo, habeas dafa I acción de cumplímíento"- Esta disposición
constitucional, desde una posición de fianca tutela de los derechos t'undamentales,
exige que el T¡ibunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se

estima amenazado o agraviado en un derecho 1lrndamental. Una lectura diversa
contravendría mandatos cscnciales de la Constitución, como son el principio de
defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (afiículo 1), y "la obsena cia del debido proceso y tutela
¡urisdiccional. Ningltnd peLtond puede ser desyiada de la jur¡sdicciók
predelerminada por la ley, ni sometidd a ptocedímienfo distinlo de los preyiamente
esfdblecidos, n¡ iuzgqda pot órg.tnoli.¡utisdiccionales de excepción ni por
comtíoneti especiales creadas al el¿cto cualquíera sea su denominación",
consagrada en el adículo 139, inciso 3.

6. Como se adviede, a dil'erencia de 1o que aoontece en otros paises, en los cuales el
acceso a la última insta[cia constitucional 1ie¡1e lugar por la vía del certiorari
(Suprema Corte de los Estados U¡idos), en el Perú el Poder ConstituyeDte opló por
un órgano supremo de interpre¡ación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de la libertad ouando cl agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho en sede del Poder Judicial. En otras palabras, si lo que
está en discusjón cs la supuesta arnenaza o lesión de un derecho fundamental, se
debe abrir la vía correspondicnte para que el TribLrnal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero la apertura de esta via solo se produce si se permite al
peticionante colaborar con los jueces constitucionales mediante un pornenorizado
análi.is Je lo que sc prctcndc. de lo que se invoca.

7. Lo constitucionai es escucha¡ a la pa¡te como concretización de su derecho
irrenunciablc a la del'ensa; además, un Tribunal Constitucional constituye el miás
efectivo medio dc dcfc¡sa de los derechos lufldamentales frente a los poderes
públicos y privados, lo cr¡al evidencia el t¡iunfo de la justicia frente a la
arbitrariedad.

EL Df,RECHo a sER oÍDo cotuo }IA\IIEST^CIóN DE LA DEI\'IoCRATIZACIóN DE Los
PRocESos CoNsTrrucroNAr-ES DE r,A LIBERIAT)

8. La administració¡ de justioia constitucional de ]a libeÍad que brinda el Tribunal
Constitucional. dcsde su creación, es respetuosa, como coresponde, del derecho de
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9. Precisamenle, mi alejamiento rcspecto a la en-risión de una resolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está relacionado con la defensa, la cual, sólo es

efectiva cuando eljusticiable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral, los argumentos pertinentes, conc¡etándose el principio de inmediación que

debe regir en todo proccso constitucional.

10. Sobre la intervencióÍl de las partcs, concsponde señalar que, en ta¡to que la
potestad de administrar .iusticia constiluye una manil'estación del poder que el
Estádo ostenta sobre las personas, su ejercicio rcsulta constitucional cuando se

brinda con estricto respeto de 1os derechos inherentes a todo ser humano, lo que
incluyc el dcrecho a scr oido con las debidas garantias.

1 l. Cabe añadir que Ia padicipación directa de las paúes, en defensa de sus intereses,
que se concede en la audiencia de vista, también constituye ur elemento que
democratiza el proceso. De lo contrario, se decidiria sob¡e la esfera de interés de

una pe¡sona sin permitirle alegar 1o correspondiente a su favor, lo que resultaría
excluyente y antidcmocrático. Además, el Tribunal Constitucional tiene el deber
ineludible de optimizar. en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que justifican sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se

Iegitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo suliciente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve.

12. En ese scntido, la Coúc Inte¡ame¡icana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de d.elénsa "oblíga al Estado a lratar al ind¡viduo en todo momento como
un wrda¿lero sujeto del pruc¿M, en vl mús tmVlio sentiJo de este concepfo, y no
simplemente cofl1o objelo del mismo"'. y q\É "pdra qu! cxi-ttt dehido proceso legal
es pteciso que un jr§l¡c¡oblc pueda hacer wler sus dercchos y defender sus
inlereses en-fbrmo efect¡Na! y en coltdicíones de igualdad procesal co oÍros
jusficidble!''-

I Co¡te IDH. Caso Ua¡rcto l,eiva vs. Venezuela, se[tencia del 17 de noviembre de 2009,
páfrafo 29.

'Co.t" IDH. Caso llilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 2l dejunio de 2002, párrafo 146.

fiíl

def'ensa inhcrcnte a toda peÉona, cuya manifestación primaria es el derecho a ser
oído con todas las debidas garanlias al interior de cualquier proceso en el cual se

dele¡minen sus derechos, intcreses y obligaciones.
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NATURALIZA PRoCESAl, DEr, R¡]cuRso DE AGRAVIo CoNSTlrucIoNAL

13. El modelo de "instancia de fállo" plasmado cn la Constitución no puede ser
desvirtuado por el 'lribunal Constitucional si no es con grave violación de sus

disposiciones. Dicho T¡ibunal es su intérprcte sup¡emo, peao no su reformador, toda
vez que como órgano constituido lambién es1á sometido a la Constitución.

15. De conformidad con los artículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
Tribunal Conslitucional no "conoede" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al T¡ibunal 1o que le co[esponde es conocer del
RAC y pronunciarse sobre el fondo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de

rechazar dicho lccurso, sino por el contrario de "conocer" lo que la parte alega
como un agrar io quc lr causa indclension.

16. Por otro lado, la "sentencia interloculoria" establece como supuestos para su
aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,
requiere ser aclarado,justillcado y concretado en supuestos especíñcos, a saber,
identilicar en qué casos se aplioaria. No hacerlo, no definirlo, ni justiñcarlo,
convierte el empleo de la precitada senlencia en arbitrario, toda vez que se podría
afectar, entre ot¡os, el de¡echo fundamental de delénsa, en su manifestación de ser
oído con las dcbidas gamntias, pues ello da a lugar a decisiones subjetivas y
carentes de predictibilidad, ai'ectando notableme[te a los justiciables, quienes
tendrían que adivinar qué resolverá el'lribunal Constitucional antes de presentar su
respectiva demanda.

17. Por lo demás, mlla¡¡s t utaúd¡s, e\ ptecede¡te vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el Tribunal Constilucional en otros
fallos, como cn el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Dcl misnlo modo, constituye una reafirmación de la naturaleza
procesal de los procesos conslitucionalcs dc la libe¡ad (supletoriedad, vía previa,
vias paralelas, litispeDdencia, invocación del de¡ccho constitucional líquido y
cierto, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libertad sean de
uÍa naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desvirtuar la esencia principal del recurso de agravio
constitucioDal.

rw1

14. Cuando se aplica a un proceso constitucional de la libertad la denominada
"sentencia interlocutoria", el recurso de agravio constituciotal (RAC) pierde su
verdadera cscncia jurídica, ya quc c1 'l'ribunal Constitucional no tiene competencia
para "revisar" ni mucho menos "recalifica¡" el recurso de agravio constitucional.
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19. Por tanto, si se tie¡e en cüenta que la justicia en sede constitucio¡al representa la
última posibilidad para protege. y ¡eparar los derechos fundamentales de los
agraviados. voto a thvor de quc en cl presente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que ganntiza qr¡e el Tribunal Constitucional, en ta¡to instarcia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus

derechos cscncialcs cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tieie en cuenta que. agotada la vía constitucional, al justiciable
solo le queda el camino de la jurisdicción intemacional de protección de de¡echos
humanos.

20. Como afi¡mó llaúl l'errcro licbagliati, "la defensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una dei¿ns¿r total de la Conslitución, pües si toda garantía constitucional
entraña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al defender su derecho
está defendiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o
envilecida sin la protección j udicial auléntica".
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